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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 12 
de mayo de 2005, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por D. 
yyyyyyyy, en representación de D. 
Xxxxxxxx y Dña. Xxxxxxxx y a la
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 

 
 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 21 de abril de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyyyyy, en representación de D. Xxxxxxxx y Dña. Xxxxxxxx como 
representantes de su hija Cccccccc, debido a las lesiones sufridas por ésta en 
un accidente escolar ocurrido durante una excursión realizada a unas 
dependencias del Ayuntamiento de xxxx. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 25 de abril de 

2005, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 420/2005, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
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Primero.- Con fecha 4 de marzo de 2004, se presenta en el registro del 
Ayuntamiento de xxxx, un escrito en el que D. yyyyyyyy interpone una 
reclamación de responsabilidad patrimonial, en nombre de D. Xxxxxxxx y Dña. 
Xxxxxxxx como representantes de su hija Cccccccc, solicitando ser 
indemnizados por las lesiones sufridas por esta última al haber caído de un 
caballo en el coto escolar dependiente del Ayuntamiento de xxxx. Relata los 
hechos del modo siguiente: 

 
 “El día 27 de enero de 2003, realizando una visita programada del 

Colegio Hhhhhh al xxxxxxx dependiente de ese Ayuntamiento, la niña Cccccccc, 
de siete años de edad en aquel entonces, sufrió una caída del caballo, en el 
curso de una actividad de monta, vigilada por el personal del Coto. 

 
 »(…) Se disponía de cuatro caballos y dos monitores para la 

vigilancia y cuidado de los menores. Cccccccc montaba el cuarto de los 
caballos. Se retrasó un poco en salir y el caballo –animal eminentemente 
gremial y de costumbres adquiridas–, forzó en la salida la marcha, poniéndose 
al trote rápido con el fin de `coger la cuerda´ del que le precedía, cayendo 
Cccccccc al suelo, al no encontrarse junto a ella, en ese momento, ningún 
monitor, que vigilaban algo más adelante a los otros niños”. 

 
Según se expone en dicho escrito, la niña sufrió “fractura supracondilea 

con gran desplazamiento, haciéndose precisa la intervención quirúrgica, (…) 
rehabilitación” y presentando como secuelas “1,5 cm de flexión (palma-hombro) 
del codo izquierdo, y cicatrices (…)”. De igual modo alega que la menor “no 
pudo asistir en los meses de marzo y abril a sus clases particulares de inglés 
(…) por las cuales se perciben mensualmente la cantidad de 45 euros”. 

 
En virtud de lo expuesto en la reclamación, el montante indemnizatorio 

solicitado asciende a 10.987,16 euros. 
 
Acompaña a su escrito el poder general para pleitos, el documento 

nacional de identidad de la menor, una fotocopia del libro de familia de sus 
padres, informes médicos, las facturas correspondientes los gastos de farmacia 
y de la academia de idiomas, y finalmente el informe del colegio Hhhhhh. 
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Segundo.- Por escrito del Ayuntamiento, recibido por la parte 
interesada el 21 de marzo de 2004, se notifica a la misma la apertura del 
procedimiento de responsabilidad patrimonial. 

 
 Tercero.- El director del coto escolar del Ayuntamiento de xxxx, en 
contestación a la Providencia del Ayuntamiento de 15 de abril de 2004, emite 
un informe el 22 de abril siguiente sobre los hechos acontecidos, manifestando 
únicamente que tras caerse la niña del caballo “fue llevada a la clínica Hhhhh 
por los monitores del Centro, y en los días sucesivos se le hizo el seguimiento y 
acompañamiento con sus padres”. 
 
 Cuarto.- Ante el nuevo requerimiento de un informe sobre cómo se 
produjo el accidente y la causa del mismo, el director del coto escolar emite 
informe, el 5 de mayo de 2004, señalando que “el día 27 de enero de 2003, la 
niña Cccccccc (…) montó en la yegua más bajita y más dócil, pero como se 
retrasó en la salida, aceleró la marcha para alcanzar los otros caballos que iban 
delante, donde estaban los monitores, esto fue suficiente para el desequilibrio 
de la niña y su caída”. 
 
 Quinto.- Se incorpora al expediente el informe expedido por el Centro 
Médico xxxx, en el que se otorga a la paciente una puntuación estimada por las 
lesiones y secuelas sufridas de 10 puntos, considerando que “si bien su letrado 
no utiliza el baremo correcto, sino la Ley 34/03, la valoración queda igual, por 
lo que considero aceptable su petición sin mostrar el presente informe”. 
 
 Sexto.- Instruido el procedimiento de reclamación de responsabilidad 
patrimonial, en el trámite de audiencia concedido a la parte reclamante, el 18 
de marzo de 2005, ésta no realiza alegación alguna. 
 

Séptimo.- El Servicio de Asuntos Económicos del Ayuntamiento de xxxx  
emite informe, el 1 de abril de 2005, con el contenido de una propuesta de 
resolución en sentido de estimar la responsabilidad patrimonial reclamada, que 
es adoptada como Resolución de Alcaldía con la misma fecha, para que por la 
Junta de Gobierno Local se adopte el acuerdo correspondiente una vez recibido 
el informe de este Consejo Consultivo. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado e), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, al quedar acreditado 
mediante la aportación del libro de familia que D. Xxxxxxxxy Dña. Xxxxxxxxson 
los padres de la menor que sufrió el accidente. Los mismos actúan a través de 
representante, de acuerdo con la figura prevista en el artículo 32 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.  

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Alcalde del Ayuntamiento xxxx o bien a la Junta de Gobierno Local en caso de 
delegación, de acuerdo con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en 
relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
anteriormente citada. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
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por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
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 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación formulada 

por D. yyyyyyyy, en representación de D. Xxxxxxxx y Dña. Xxxxxxxx como 
representantes de su hija Cccccccc, debido a las lesiones sufridos por ésta en 
un accidente escolar ocurrido durante una excursión realizada a unas 
dependencias del Ayuntamiento de xxxx. 
 

La parte interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. De acuerdo con la regla del segundo párrafo de dicho 
precepto, en el caso de daños, de carácter físico o psíquico, a las personas, el 
plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance 
de las secuelas. El informe de la clínica rehabilitadora constata que el 21 de 
abril de 2003 se inicia en tratamiento correspondiente, sin haberse determinado 
aún el alcance de las secuelas, por lo que habiéndose interpuesto la 
reclamación el 4 de marzo de 2004 se ha de considerar presentada dentro del 
plazo legalmente previsto. 
 

6ª.- Para que proceda la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, deberán darse los requisitos que la caracterizan, legalmente 
establecidos en los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y que deben analizarse atendiendo a las 
circunstancias concurrentes en cada caso. 

 
En este sentido el Tribunal Supremo ha declarado (Sentencia de 5 de 

junio de 1998) que “la prestación por la Administración de un determinado 
servicio público y la titularidad por parte de aquélla de la infraestructura 
material para su prestación no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas convierta 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, 
como pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema 
providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. 
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También conviene tomar en consideración lo establecido en la Sentencia 
del mismo Tribunal, de 13 de noviembre de 1997, en la que se indica que “aún 
cuando la responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la 
jurisprudencia de esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo 
es menos que ello no convierte a la Administración en un responsable de todos 
los resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones 
públicas, sino que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean 
consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de 
aquélla”. 

 
Sin embargo, en el presente caso puede entenderse que se dan todos los 

requisitos que son exigibles para que proceda el reconocimiento de la 
responsabilidad patrimonial, tal como manifiesta la propuesta de resolución. 
Constituyen datos, de los que necesariamente ha de partirse, para resolver la 
cuestión esencial que en este caso se plantea, los siguientes: La niña Cccccccc, 
que en la fecha en que ocurrieron los hechos tenía siete años de edad, acude el 
27 de enero de 2003, en una actividad programada por el Colegio Hhhhhh de 
xxxx, a visitar el coto escolar perteneciente al Ayuntamiento de xxxx. En una 
actividad de monta, organizada por el coto y bajo la vigilancia de dos monitores 
del mismo, la niña cae del caballo al suelo, sin que en dicho momento, tal como 
recoge el escrito de reclamación, “se encontrase junto a ella ningún monitor”, 
ya que “estaban más adelante con el resto del grupo”.  

 
De ello cabe entender que las funciones de vigilancia se traspasaron a los 

monitores del coto en el mismo momento en que los menores accedieron al 
mismo, así como que tal función de vigilancia no fue desempeñada con toda la 
diligencia exigible en atención a las circunstancias concurrentes en el presente 
caso, pues parece razonable que habiendo dos monitores para la monta de 
cuatro caballos, un adecuado obrar de los mismos hubiera determinado que 
uno de ellos fuese encabezando la marcha y el otro cerrándola, de modo que 
pudiese preverse una reacción del animal –en este caso aceleró el paso–, y no 
que ambos se adelantaran con el grueso del grupo, ya que esto determinó que 
no existiera un control efectivo de los menores –o al menos de la lesionada, 
que se quedó rezagada–, lo que se constituye, en el presente caso, en causa 
eficiente o adecuada del luctuoso suceso acaecido. 
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En relación con la culpa in vigilando recogida en la propuesta de 
resolución como elemento imputable de responsabilidad de la Administración, la 
Audiencia Nacional, en Sentencia de 2 de noviembre de 2000, ha manifestado: 

 
“Debe entenderse que concurre la relación causal entre el hecho y 

el perjuicio, puesto que, al estar ante una responsabilidad objetiva, resultaría 
indiferente, a los efectos de su nacimiento, la mayor o menor diligencia 
desplegada por los profesores que debían estar vigilando la estancia de los 
niños en clase; por ello, y con mayor motivo, existirá relación de causalidad 
cuando el accidente se produce a consecuencia, o al menos influido, por una 
ausencia total de vigilancia en la clase en la que estaban los niños. Es decir, la 
concurrencia o no de culpa de la Administración o de sus agentes, resulta 
inoperante en cuanto causa impeditiva de la responsabilidad patrimonial, ya 
que, reiteramos, estamos ante una responsabilidad objetiva diferente, como se 
ha apuntado, de otras formas de responsabilidad que también conoce nuestro 
ordenamiento jurídico como la culpa extracontractual a que se refiere el Código 
Civil en su artículo 1902 y siguientes. (…) no hay duda de que los niños que 
asisten a un Instituto deben estar bajo la vigilancia de algún profesor 
responsable durante todo el tiempo de su permanencia en el Centro. 
 

»(…). Este es un criterio seguido por diversas sentencias del 
Tribunal Supremo, además de las ya citadas, cabe hacer referencia a la 
Sentencia del mismo Tribunal de fecha 26 de Septiembre de 1998 que ha 
establecido que se aprecia la existencia de nexo causal adecuado por la 
concurrencia de una culpa in vigilando por parte de la Administración, 
imprevisión que se proyecta en dos vertientes; una de orden personal por 
cuanto por el profesorado del Colegio público no se adoptan las medidas 
pertinentes de cuidado y atención de los alumnos al salir de clase para el recreo 
o abandono del centro escolar para acudir a sus domicilios, (…) y una de orden 
objetivo (…)”. 

 
Establecida, por tanto, la relación de causa a efecto entre el daño 

acaecido y el funcionamiento del servicio público, la consecuencia es que 
procede indemnizar, al existir responsabilidad de la Administración por su culpa 
in vigilando, sin que este Consejo Consultivo formule reparo alguno a la cuantía 
indemnizatoria que, de acuerdo con la propuesta, procedería reconocer a los 
interesados. 
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 El importe de la indemnización deberá actualizarse a la fecha en que se 
ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 

patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyyyyy, en representación de D. Xxxxxxxx y Dña. Xxxxxxxx como 
representantes de su hija Cccccccc, debido a las lesiones sufridas por ésta en 
un accidente escolar ocurrido durante una excursión realizada a unas 
dependencias del Ayuntamiento de xxx. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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